PROYECTO DE COMUNICACIÓN

La Cámara de Diputados de la provincia de Santa Fe, solicita al Poder Ejecutivo para que por el organismo correspondiente requiera del Señor Interventor de la Empresa Provincial de la Energía, lo siguiente:

1.- La actual situación de revista de los señores Juan Carlos Spetale, Humberto Muriel y Pedro Catizone, empleados de la E.P.E., que han sido procesados por fraude a la administración pública, por el Señor Juez de Instrucción N° 9 de la ciudad de Rosario. 

2.- Qué medidas ha adoptado la E.P.E. en relación a dicho procesamiento. En su caso informe detalladamente el estado de los mismos. 

3.- Si existen constancias sobre la participación de personal de la E.P.E. en la venta y/o colocación de medidores  truchos o “tocados” y conexiones clandestinas en las ciudades de Rosario y Santa Fe.

4.- Cuáles son los procedimientos y medidas específicas, que se han adoptado para controlar el robo de energía eléctrica por parte de particulares y empresas. En caso de existir registros de los mismos, remitirlos con sus antecedentes.

Señor Presidente:

                              La E.P.E. deja de percibir anualmente debido al hurto de energía más de 100 millones de pesos, de acuerdo a los estudios que se han realizado por la misma empresa y representa actualmente el 23% del total de energía que adquiere a terceros.

                              En esta maniobra siempre se consideró que dicho hurto era protagonizado por contribuyentes y empresas, preferentemente de las ciudades de Santa Fe y Rosario, que de esa forma trataban de eludir sus obligaciones y facturaciones respectivas de acuerdo al gasto realizado.

                              A raíz de una denuncia anónima, la justicia procedió a investigar durante el año 2005 sobre una serie de hechos que involucraban a los propios empleados y operadores de la E.P.E., que nucleados en “ cooperativas” concretaban fraudes a la administración pública, los que fueron procesados durante este mes de febrero por el señor Juez de Instrucción N° 9 de la ciudad de Rosario.

                              La realidad nos muestra que la E.P.E. no ha cumplido con la palabra de su Interventor que en el año 2003, prometió erradicar este flagelo que desde años afecta el normal desenvolvimiento de dicha empresa, haciendo posible las tarifas discriminatorias que actualmente existen.

                              El presente pedido de informes, tiende a conocer cuáles son las medidas que la empresa ha adoptada a la luz de los procesamientos judiciales y de la comprobación fehaciente que los hurtos y maniobras delictivas ya no son producto de las “avivadas “ de los contribuyentes, sino que también dentro de la empresa,  existen grupos de empleados dedicados a delinquir en perjuicio de la misma.

